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Comunidad LGBTTTIQ en prisión. Entre 
los ciclos de violencia y un sistema 
penitenciario sin perspectiva de género

Paola Iliana de la Rosa Rodríguez*

Resumen:
Las personas homosexuales, bisexuales y transexuales son víctimas de violencia en 
sus diferentes manifestaciones, familiar, escolar, médica, institucional, entre otras. 
Con esta investigación se encontró que la pena de prisión se impone de manera des-
proporcionada a quienes ya habían sido previamente excluidos, que existe una falta 
de sensibilización de las autoridades que lo administran y que existe una deficiente 
atención a grupos vulnerables, lo que constituye violencia de género. Entre otros 
aspectos, se concluye que los centros penitenciarios castigan la orientación sexual de 
los internos, por encima del castigo que representa la misma pérdida de la libertad, 
transgrediendo gravemente la ley suprema de nuestro país. 

Abstract:
Homosexuals, bisexuals and transsexuals are victims of familiar, scholar and medi-
cal violence. Some of the findings of this research are that prisons punish the sexual 
orientation of inmates through disproportionate forms of violence that continue an 
endless cycle of violence, that prison personnel are not sensible towards this group 
needs and that they practice gender violence. This makes it clear the lack of aware-
ness of sexual diversity by penitentiary authorities and an evident gender-based 
violence that violates fundamental Mexican law.

Sumario: Introducción / I. Población LGBTTTIQ y violencia en prisión / II. Tipos de 
violencia que enfrenta el colectivo LGBTTTIQ / III. Normatividad para la protección 
y eliminación de prácticas discriminatorias contra la comunidad LGBTTTIQ / IV. 
Conclusiones / Fuentes de consulta 
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Introducción
La categorización de un ser humano como hombre o mujer es un acto social, 
cultural e institucional.1 Si bien el sexo biológico o morfológico de las personas 
está determinado por nacer con cuerpo de hombre o de mujer, los aspectos del 
género tales como la preferencia sexual por personas del mismo u otro sexo, la 
identidad o las expresiones de género pueden diferir del sexo con que un indivi-
duo nació. De hecho, las personas tienen derecho al propio cuerpo y a una libre 
identidad de género, como derecho fundamental. Este artículo hace referencia 
a la comunidad LGBTTTIQ para referirse a las personas lesbianas, gays, bi-
sexuales, transexuales, travestis, transgénero, intersex y queers.

No obstante esta realidad, existen múltiples manifestaciones de intoleran-
cia hacia los individuos que desafían las nociones tradicionalmente aceptadas 
del sexo, la sexualidad y el género, de tal forma que la violencia y exclusión 

 Grupo	 Significado

Mujeres lesbianas  Mujer que siente atracción sexual hacia otra mujer.

Hombres  Hombre que siente atracción sexual hacia otro hombre. 
gays/homosexuales 

Bisexuales  Hombre o mujer que tiene gusto o atracción sexual por 
ambos sexos.

Transexuales  Personas cuya identidad de género no se corresponde 
con el sexo que se le asignó al nacer.

Travestis  Identidad de género en la que un individuo se viste con 
las ropas tradicionalmente asociadas al rol de género 
opuesto.

Transgénero	 	 Personas	que	se	identifican	y	expresan	con	un	género	
distinto al del sexo biológico.

Personas intersex  Personas que pueden mostrar en grados variables 
característica sexuales de ambos géneros, pudiendo 
desarrollar órganos sexuales femeninos y/o masculinos 
una mujer o un hombre.

Queers	 	 Personas	que	no	pueden	identificarse	fácilmente	como	
hombre o mujer, tal como una mujer con aspecto mascu-
lino o un hombre con aspecto afeminado.

 1 Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, “Leyes y prácticas 
discriminatorias y actos de violencia cometidos contra personas por su orientación sexual e identidad 
de género”, A/HRC/19/41, 17 de noviembre de 2011.



321

Investigación

por motivos de orientación sexual e identidad de género son para muchos una 
realidad cotidiana.

A través de la revisión y análisis de informes, notas periodísticas, reportes 
de prensa, recomendaciones de la Comisión Nacional de Derechos Humanos 
(CNDH) después de visitas in situ y estudios de campo focus groups, este artí-
culo pretende demostrar que la exclusión e invisibilidad de la violencia contra 
ciertos grupos —que tiene su génesis en sus progenitores o en su familia de 
origen—, propicia ciclos de violencia y discriminación que se repiten durante 
la ejecución de la pena. Estos estudios, que resultan los más recientes, corres-
ponden a fuentes confiables y serias. Asimismo, se realiza un estudio sobre 
los ordenamientos que regulan la discriminación y otros instrumentos para 
juzgar con perspectiva de género. 

Utilizando la técnica deductiva, que permitió inferir la repetición de los 
ciclos de violencia contra miembros de esta población, se encontró que los pe-
riodos de violencia, persisten en el núcleo familiar, que forman posteriormen-
te con una pareja y vuelven a experimentarse durante sus vidas. Específica-
mente, la discriminación que viven los grupos en situación de vulnerabilidad 
en los centros de reclusión se fundamenta en percepciones relacionadas con 
estereotipos, prejuicios y estigmas previamente adquiridos.2 Los internos de 
la comunidad LGBTTTIQ en prisión enfrentan irregularidades en materia de 
prestación de servicios médicos, violencia física, tratos indignos e incluso 
tortura. Empero, el tener una orientación o identidad no reconocida por la 
norma no es justificación para la degradación y el envilecimiento que sufren.

Aun cuando exista en la región un avance paulatino en relación con la 
protección hacia el colectivo LGBTTTIQ,3 las estadísticas revelan que la dis-
criminación y la violencia en su contra siguen siendo una constante. Dicho 
sea de paso, entre los progresos ideológicos que han emergido, se encuentran 
los pronunciamientos de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) en 
2012 en donde se condenaron enfáticamente todos los ataques contra las mi-
norías sexuales, haciendo un llamado a un cambio de paradigma;4 también 

 2 José Luis Gutiérrez Román, “Accesibilidad del derecho a la salud de los grupos de población en los 
centros de reclusión”, p. 11.

 3 Surgidos al lado de leyes que discriminan a la población LGBTI al defender la decencia, la moral 
pública que incitan la crueldad, el odio y la violencia que es tolerada por los Estados.

 4 Asociación para la prevención de la tortura, Penal Reform International, “Personas LBGTI privadas de 
libertad: un marco de trabajo para el monitoreo preventivo”, p. 2.
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surgió el Plan Estratégico de la Comisión Interamericana de Derechos Huma-
nos (CIDH) en 2011 en el que se prevén acciones específicamente enfocadas 
en las personas LGBTI;5 por otro lado, la resolución de la Asamblea General 
de la OEA, adoptada en 2014 durante su 44 período ordinario de sesiones, no 
únicamente expresó su preocupación por las conductas o situaciones llevadas 
a cabo en contra del colectivo LGBTTTIQ sino que condenó todas las formas 
de discriminación contra personas por motivos de orientación sexual e identi-
dad o expresión de género,6 así como principios y protocolos a los que se hará 
alusión en este análisis.

Un ejemplo del panorama existente en México en esta materia, es el que 
presenta el estudio de Brito, el cual especifica que en un período de cinco años 
381 personas LGBTTTIQ fueron asesinadas por motivos relacionados con su 
orientación sexual, identidad y/o expresión de género real o percibida.7 En re-
lación con lo anterior, se privó de la vida a 84 personas en 2013, a 65 en 2014, 
a 61 individuos en 2015, a 76 en 2016 y a 95 en 2017.8

Este escenario de exclusión y violencia de género se sigue viviendo duran-
te el cumplimiento de una pena privativa de libertad pues en forma paradóji-
ca, los aparatos y sistemas de justicia son los protagonistas de graves viola-
ciones a los derechos humanos de personas con identidad de género diversa 
y resultan ser actores de transgresiones en centros de detención así como en 
reclusorios. 

I. Población LGBTTTIQ y violencia en prisión
La CIDH ha recibido información de que las personas LGBTTTIQ viven en 
condiciones deplorables en los centros de detención.9 La visita que el Relator 

 5 Dante Negro Alvarado, “Los avances más recientes en la protección de los derechos humanos del 
grupo LGBTI en ámbito interamericano”, p. 167.

 6 En el año 2013, la OEA adoptó dos instrumentos jurídicos de la mayor relevancia para el hemisferio 
en su conjunto y, particularmente, para el área de los derechos humanos del colectivo LGBTI: la 
Convención Interamericana Contra Toda Forma de Discriminación e Intolerancia y la Convención 
Interamericana Contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia.

 7 Alejandro Brito, Violencia, impunidad y prejuicios. Asesinatos de personas LGBTTT en México 2013-
2017, p. 13.

 8 Ibid, p. 21.
 9 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. “Violencia contra personas LGBTI”, p. 107.
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de la ONU en reclusorios en Latinoamérica evidenció que los miembros de 
minorías sexuales son sujetos a diferentes formas de violencia y discrimina-
ción. Son sometidos a agresiones sexuales múltiples, experimentan torturas y 
otros malos tratos verbales y físicos por no responder a lo socialmente acep-
tado. Su orientación sexual o identidad de género contribuyen a su deshuma-
nización.10 

¿Qué tipo de transgresiones sufren en las prisiones de la región? En La-
tinoamérica y dentro de ella, en la sociedad mexicana existe una intensa y 
generalizada violencia en contra de quienes tienen una orientación sexual di-
versa o una identidad que no se ajusta a los constructos sociales y las expre-
siones de género que rompen los esquemas heterosexuales.11 Entre estos ac-
tos degradantes que enfrentan las personas de la comunidad LGBTTTIQ que 
están privadas de su libertad, se encuentran el sometimiento a situaciones de 
servidumbre forzada y a proveer “servicios sexuales”.12 

Existen reportes de que las reclusas trans se ven forzadas a participar como 
trabajadoras sexuales y que otras personas pertenecientes a este colectivo son 
colocadas en celdas con personas conocidas de ser perpetradores de actos de 
violencia sexual.13 Se les obliga a ser sumisas, a realizar labores de limpieza y 
otras tareas degradantes en recintos penitenciarios. La mayoría de estos reclu-
sos probablemente habrán perdido todo contacto con sus familias, por lo tan-
to, son internos que carecen de apoyos; sus quejas pueden ser desatendidas, 
o bien éstas no se presentan por el miedo a enfrentar represalias. Lo anterior, 
aunado al aislamiento a que se ven orillados es una de las razones por las que, 
de acuerdo a Godoy la violencia sexual está entre los tipos de violencia menos 
denunciados en América, permaneciendo invisible e impune.14 

En el ámbito internacional, el Manual sobre reclusos con necesidades es-
peciales de la ONU, refiere que muchas veces obtienen “ayuda” de reclusos 
que a cambio los comprometen a ser esclavos, los obligan a cumplir sus re-

 10 Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, “Leyes y prácticas 
discriminatorias y actos de violencia cometidos contra personas por su orientación sexual e identidad 
de género”, A/HRC/19/41, 17 de noviembre de 2011, p.12.

 11 CIDH, Violencia contra personas LGBTI, op. cit., p. 216.
 12 Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNDOC), Manual sobre reclusos con 

necesidades especiales: reclusos homosexuales, bisexuales y transexuales, pp. 105-109.
 13 Ibid. p. 130.
 14 María Eugenia Godoy Barcos, “Factores implicados en la violencia contra las personas LGBTI”, p. 11.
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querimientos, convirtiéndolos en prostitutos obligados. También señala que 
existen reportes de mujeres homosexuales y bisexuales que son colocadas en 
segregación administrativa o colocadas en celdas con hombres si se niegan a 
tener relaciones sexuales con el personal del recinto penitenciario. 

Por otra parte, en los centros penitenciarios que no tienen una clasificación 
adecuada, los reclusos transexuales pueden ser asignados a dormitorios o cel-
das junto a reclusos con antecedentes de violencia y de abuso sexual. En al-
gunos centros penitenciarios, los internos que han sido víctimas de violación 
son catalogados como “homosexuales” y tratados como el grupo más bajo 
en la jerarquía penitenciaria.15 Las personas intersex son víctimas de estos 
tipos de ataques incluso con mayor frecuencia que aquellos sentenciados por 
delitos sexuales. De acuerdo al Manual sobre Reclusos,16 los miembros de la 
comunidad LGBTI son asignados conforme a su género de nacimiento; los 
reclusos transexuales de hombre a mujer son colocados con hombres, debido 
a su sexo de nacimiento, siendo presas de abuso sexual y violación. Los in-
ternos LGBTTTIQ son más propensos a sufrir SIDA, abuso de drogas y otras 
condiciones de salud.

En este sentido, de acuerdo al estudio de la ONU se recomienda no asumir 
que es apropiado alojar a reclusos transexuales de acuerdo con su sexo de na-
cimiento, sino que habrá que consultarles y tomar en cuenta las diferentes ne-
cesidades médicas tanto de quienes hayan pasado por cirugía de reasignación 
de sexo como de aquellos que no lo hayan hecho, así como si son personas 
transexuales de hombre a mujer o mujer a hombre o que estén en proceso de 
transición. De acuerdo al Manual de la ONU, la mayoría de los reclusorios no 
cuentan con políticas que orienten con respecto a las necesidades especiales 
de este grupo vulnerable. 

En forma lamentable, la violencia es ejercida en primer término por el per-
sonal encargado de asegurar y salvaguardar la integridad y la dignidad de las 
personas privadas de la libertad.17 Retomando los señalamientos del Relator 
de la ONU, el mismo personal de la prisión participa en la administración de 
redes de prostitución. Para graficar esta situación se tiene que, en México, 
organizaciones locales alegan que al menos 60% de las personas LGBTTTIQ 

 15 Ibid.
 16 “Manual sobre reclusos con necesidades especiales ONU”, op. cit., p. 120.
 17 José Luis Gutiérrez Román, op. cit., p. 11.
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privadas de libertad han sido víctimas de diferentes tipos de abusos. Debido 
a lo anterior, estas personas deciden permanecer encerradas en sus celdas el 
mayor tiempo posible para eludir ser atacadas por otras personas privadas de 
libertad.18 

Y ante este grave escenario, ¿por qué su invisibilidad? Una de sus cau-
sas reside en que estos reclusos no se quejan por miedo a sufrir represalias 
o debido a las amenazas por parte de otros internos de ser reportados. Como 
las quejas normalmente no son atendidas, los ataques sexuales y la violación 
continúan con impunidad, a menudo con la complicidad del personal peni-
tenciario. Cuando las quejas son atendidas, el estigma de haber sido violado 
permanece con el recluso y la información se propaga con rapidez en el sis-
tema penitenciario; por lo que, la víctima está en riesgo de ser discriminada 
aún más. 

Otra de las causas es que en las instituciones penitenciarias mexicanas, el 
número de reclusos pertenecientes al colectivo LGBTTTIQ ha representado 
del 5% a menos del 1% del total de población penitenciaria. Según la esta-
dística del sistema penitenciario nacional, al mes de agosto de 2018, de las 
202,745 personas privadas de la libertad, 192,225 son hombres y 10,520 son 
mujeres, entre las cuales el 1% pertenece a las poblaciones LGBTTTIQ.19 
A manera de ejemplo, de los 32 mil internos en los 12 centros de la capital 
mexicana, solo 484, esto es, 1.5% de los internos pertenecen a la comuni-
dad LGBTTTIQ.20 Sin embargo, la situación de que son víctimas no debe 
desatenderse por el hecho de representar una minoría poblacional. En el año 
2015 la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal (CDHDF) rea-
lizó una encuesta en los penales varoniles de la Ciudad de México la cual se 
aplicó a 65 de los entonces 175 miembros de la comunidad de internos. 60% 
reconoció haber tenido conflictos con personal de custodia y seguridad; estos 
internos señalaron haber sido atacados por custodios, presos o autoridades pe-
nitenciarias en forma indistinta. Se reportaron actos de discriminación, abuso 
de autoridad, extorsión, desatención médica, acoso o exigencias de favores 
sexuales.21

 18 CIDH, “Violencia contra personas LGBTI”, op. cit., p. 109.
 19 SEGOB, Cuaderno Mensual de Información Estadística Penitenciaria Nacional.
 20 “La desgracia de ser transgénero y estar en la cárcel”. 
 21 Ibid. 
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II. Tipos de violencia que enfrenta el colectivo LGBTTTIQ
¿Cuál es el origen de la violencia contra la población LGBTTTIQ? La segre-
gación y la violencia contra las personas privadas de la libertad pertenecientes 
a la comunidad LGBTTTIQ, ejercida por personal de seguridad y custodia, 
o por parte de otros reclusos, tiene su origen en actos prejuiciosos basados 
en la orientación sexual, los cuales violan el derecho a la igualdad y a la no 
discriminación.22

Araujo, plantea que la violencia de que es objeto la población transgeneris-
ta tiene entre una de sus causas el deseo de castigar las identidades, expresio-
nes, comportamientos o cuerpos que difieren de las normas y roles asignados 
a lo que conocemos como femineidad o masculinidad y que se construye más 
a través de las conductas aprendidas que de las innatas.23 Las personas que se 
perciben como trasgresoras de las normas tradicionales sobre los conceptos 
de lo que es femenino y masculino, están expuestos a la violencia transfóbica 
y a crímenes de odio. En este tipo de crímenes, más que la intención de ma-
tar se busca castigar o borrar la identidad de la víctima.24 De ahí que el Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos haya se-
ñalado que la violencia contra personas LGBTTTIQ constituye una forma de 
violencia de género impulsada por el deseo de castigar a quienes se considera 
que desafían las normas de género.25 El odio hacia la población homosexual, 
bisexual y/o transgénero también está presente cuando los homicidas escriben 
palabras en sus cuerpos o en carteles, insultando a sus víctimas por su orien-
tación sexual.26

 22 Conforme a los Principios de Yogyakarta, —aprobados en noviembre de 2006—, la orientación sexual 
se ha definido como la capacidad de cada persona de sentir una profunda atracción emocional, afectiva 
y sexual por personas de un género diferente al suyo, o de su mismo género, o de más de un género, 
así como a la capacidad de mantener relaciones íntimas y sexuales con estas personas. En conexión 
con ello, la CIDH estableció en 2015 que la orientación sexual de una persona se encuentra ligada al 
concepto de libertad, y a la posibilidad de toda persona de auto-determinarse y escoger libremente los 
circunstancias que le dan sentido a su existencia, conforme a sus propias opciones y convicciones. 

 23 Juan Carlos Araujo-Cuauro, “La violencia por prejuicio hacia las personas con orientación o identidad 
de género-sexo diverso en el sistema jurídico-legal venezolano”, p. 58.

 24 CIDH, “Violencia contra personas LGBT”, op. cit., p.13.
 25 Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, “Leyes y prácticas 

discriminatorias”, op. cit., p. 20.
 26 Rodrigo Parrini y Alejandro Brito, Crímenes de odio por homofobia: Un concepto en construcción, 

p. 49.
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Derivado de la marginación histórica y cultural ejercida sobre estos gru-
pos, ellos sufren diversos tipos de violencia, que incluyen la verbal, psicoló-
gica, física, sexual e institucional, entre otras. De acuerdo a Parrini y Brito, 
en México existe una “normalidad de la homofobia”.27 Esto propicia un tipo 
de violencia social que ha generado la falta de autonomía en los procesos de 
toma de decisiones clínicas28 e incluso la limitación en el ejercicio de ciu-
dadanía plena,29 y por las dificultades de acceder al reconocimiento legal de 
cambio registral de nombre y género. De hecho, la mayoría de los ordena-
mientos jurídicos, hoy en día, atribuyen el sexo a una persona atendiendo a la 
apreciación de los genitales del niño al momento de su nacimiento.30

En este contexto, tal como lo señala Quinche Ramírez, la población LGB-
TI padece un ciclo continuo de violencia y discriminación.31 Para ilustrar la 
agresión y violencia física contra personas de este colectivo en México, se 
hace referencia al estudio elaborado por Brito (2019) en el período de 2013 
a 2018. 

Haciendo una diferencia de las distintas orientaciones sexuales que fueron 
víctimas de homicidio en México, del año 2013 al 2017, por razón de género 
se encontró lo siguiente:

Cabe señalar que no se encuentran datos más específicos en cuanto a la 
pertenencia de estas personas a una categoría específica dentro del colectivo y 
que se entiende que esto se debe a que los datos que se reportan son de acuer-
do a la percepción que se tiene de ellos por la sociedad. Aunado a ello, estos 
crímenes son catalogados como “crímenes de odio”, dando poca importancia 
al tipo de orientación sexual de las víctimas.

Este colectivo no sólo enfrenta una intensa estigmatización, sino que se 
criminaliza a priori. Conforme a Araujo-Cuauro, los miembros de esta mino-
ría viven un constante hostigamiento e intimidación social que pone en riesgo 

 27 Rodrigo Parrini, y Alejandro Brito, op. cit., p. 44.
 28 Ammets Suess, “Cuestionamiento de dinámicas de patologización y exclusión discursiva desde 

perspectivas trans e intersex”, p. 130.
 29 Mariana Celorio, “Violencia biopolítica contra poblaciones de la diversidad sexual: homofobia, 

derechos humanos y ciudadanía precaria”, p. 17.
 30 Mario Jesús Aguilar Camacho, “La transexualidad en México: el paradigma desde la patología al derecho 

humano de modificar la identidad”, p. 8.
 31 Manuel Quinche Ramírez, “Violencias, omisiones y estructuras que enfrentan las personas LGBTI”, 

p. 54.
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su integridad, su dignidad y su vida misma.32 De hecho, los crímenes contra 
ellos se caracterizan por sus altos niveles de violencia y crueldad, violencia 
física grave que en algunos casos supera a los crímenes de odio.33

¿Qué tipos de violencia sufre esta población? Con la intención de graficar 
el fenómeno hacemos referencia al informe “Violencia, impunidad y prejui-
cios”.34 Dicha investigación se centró en los antecedentes de violencia, como 
las agresiones, el acoso u hostigamiento y la discriminación, sufridas por víc-
timas homosexuales, bisexuales o transexuales antes de ser asesinadas y tuvo 
como propósito determinar las diversas manifestaciones de violencia ejercida 
en su contra así como las probables motivaciones de los criminales.

Violencia tansfóbica. Por cuanto a la motivación de los homicidas y la 
forma en que se materializó la violencia, el informe señalado anteriormente 
tomó en cuenta los siguientes elementos: el arma utilizada, el estado en el que 
apareció el cuerpo y si hubo indicios de violencia sexual y/o de violencia ex-
trema. En relación con el arma utilizada por los homicidas, la investigación 
mostró que 120 personas murieron por ataque de arma blanca o filosa entre 
las que se encuentran cuchillos, navajas, machetes, etcétera; 96 fueron eje-
cutadas con arma de fuego; 44 fallecieron por el uso de un objeto constrictor 
que les provocó asfixia o ahogamiento por medio de lazos, cables, cinturones, 

 32 Juan Carlos Araujo-Cuauro, op. cit., p. 51.
 33 ONU. Consejo de Derechos Humanos, “Informe de la relatora especial sobre la violencia contra la 

mujer, sus causas y consecuencias”, A/HRC/20/16, 2012.
 34 Para su elaboración se monitorearon decenas de medios de comunicación digitales de toda la 

República Mexicana y se consultaron alrededor de 800 notas informativas publicadas de enero de 
2013 a diciembre 2017, para identificar los asesinatos de personas LGBTI reportados por la prensa.

Fuente: información del reporte del 2019 de la Organización Letra Ese.

 Grupo	 Homicidios	 Porcentaje

Mujeres trans 261 55%

Hombres gays/homosexuales 192 40.5% 

Mujeres lesbianas 9 1.9%

Bisexuales 6 1.2%

Otro 5 1.0%

Total  473 100%
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entre otros; 41 fueron golpeadas con un objeto contundente como piedras, 
tubos, palos, bates de béisbol y otros objetos similares; 31 fallecieron debido 
a la fuerza física ejercida por los homicidas tales como golpes y patadas; y 
5 fueron atropelladas o rematadas por un vehículo luego de ser mortalmente 
heridas.35 

En cuanto al estado en que fueron encontrados los cuerpos, 93 fueron ba-
leados, 90 apuñalados, 66 golpeados, 40 asfixiados, 13 atados, 11 calcinados, 
5 descuartizados, 5 atropellados, 15 encontrados en descomposición, 13 ata-
dos, de otra forma 23 y sin dato 17.36 Lo anterior hace evidente la excesiva 
violencia y saña con que se perpetraron los homicidios, las cuales se siguieron 
utilizando sobre sus cuerpos, incluso, después de ser asesinadas. En relación 
con ello, 17 casos fueron catalogados como crimen de odio, 45 como crimen 
pasional, 20 como crimen organizado, 61 como asalto, 15 como homicidio 
simple.37 

Otro tipo de violencia que experimenta esta población es la violencia por 
prejuicio. Este tipo de comportamiento discriminatorio es conocido como 
violencia por prejuicio de género intersex, la cual comprende la conducta 
ejercida contra las personas que se perciben como trasgresoras de las normas 
tradicionales de género, de lo que se asocia con la concepción social de lo 
que significa ser masculino o femenino. De acuerdo a la ONU, la violencia 
por prejuicio es un concepto que apunta a una comprensión de la violencia 
como un fenómeno social, en contraposición a la violencia entendida como 
un hecho aislado.38 Las personas LGBTI frecuentemente son sujetas a ataques 
colectivos y a internamientos forzados por tener demostraciones públicas de 
afecto, a efecto de “modificar” su orientación sexual.

Por cuanto a la percepción que tiene el colectivo LGBTTTIQ respecto de 
la discriminación a su persona, de acuerdo a la Encuesta Nacional sobre Dis-
criminación (ENADIS) el porcentaje de población de 18 años y más que de-
claró haber sido discriminada en el año consultado por motivo de su orienta-
ción sexual fue de 2.8% en el caso de hombres y 3.7% en el caso de mujeres; 
30.1% de la población no heterosexual de 18 años y más declaró haber sido 

 35 Alejandro Brito, op. cit., p. 39.
 36 Ibid., p. 41.
 37 Ibid., p. 55.
 38 Juan Carlos Araujo-Cuauro, op. cit., pp. 51-52.
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discriminada por algún motivo en los últimos 12 meses previos a la realiza-
ción de la encuesta, en comparación con 19.8% de la población heterosexual; 
72% de las personas trans y 66% de las personas gays o lesbianas de 18 años 
y más opinó que en el país se respetan poco o nada los derechos de distintos 
grupos de población.39

A ellas se suman la violencia institucional. Al lado de estas humillaciones, 
las personas pertenecientes a esta comunidad enfrentan una forma de violen-
cia institucional ejercida por el Estado la cual se manifiesta a través de agen-
tes estatales encargados de velar por la seguridad de todos los ciudadanos.40 
Dicho de otra manera, se está frente a violencia institucional cuando el des-
amparo y la afectación a los derechos individuales se debe a acciones u omi-
siones de funcionarios y servidores públicos que incumplen las obligaciones 
preestablecidas y no garantizan los derechos de los individuos. 

En este tenor, la participación de los órganos y actores estatales de seguri-
dad en actos de discriminación y violencia contra las personas del colectivo 
LGBTTTIQ trae aparejada la creencia de que se puede agredir impunemente 
a personas con orientaciones sexuales, identidades y expresiones de género 
diversas. Esta lógica se traduce en carencias normativas o —como en este 
caso— ordenamientos en donde es evidente la heteronormatividad y los bina-
rios del sexo y del género que, dicho sea de paso, generan comportamientos 
intolerantes e irrespetuosos.41

Aunado a lo comentado, el maltrato a personas de la comunidad LGBTT-
TIQ también está directamente relacionado con la violencia intrafamiliar la 
cual comprende todas las formas de abuso que tienen lugar en las relaciones 
entre los miembros de una familia.42 Lastimosamente, las personas con una 
identidad sexual diversa son víctimas de violencia dentro de su mismo ámbi-
to familiar en donde reciben manifestaciones de irritabilidad e intolerancia.43 
Desde su mismo seno familiar, las lesbianas son víctimas de las mal llamadas 

 39 Encuesta Nacional sobre Discriminación. Principales resultados, Proyecto del INEGI y CONAPRED, 
en conjunto con la CNDH, la UNAM y el Conacyt.

 40 Juan Carlos Araujo-Cuauro, op. cit., p. 51.
 41 Conclusión del informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2015.
 42 Juan Carlos Araujo-Cuauro, op. cit., p. 47.
 43 Eliany Isabel Contreras Prado y Andrés Wladimir Gómez Castro, Violencia intrafamiliar en la 

población gay, lesbianas, bisexual, transexual, intersexual (GLBTI), p. 18.
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“violaciones sexuales correctivas” con el objetivo de sancionarlas y castigar-
las por su orientación sexual. Godoy expresa que son expulsadas de sus casas 
a temprana edad, enfrentando una falta crónica de acceso a los estudios edu-
cativos, de salud, oportunidades laborales y vivienda adecuada.44 Rechazados 
por sus familias y con dificultades para encontrar empleo debido al prejuicio 
en su contra, son proclives a ser desamparados y desempleados.45 Como se 
puede observar, esta minoría se encuentra inmersa en un ciclo de violencia, 
discriminación e intolerancia, se les excluye y violenta desde sus hogares, 
pero este ciclo continúa en su comunidad e instituciones educativas.

No se puede soslayar que la violencia en los entornos educativos que tam-
bién es una realidad en niños, niñas y adolescentes género-sexo diverso, los 
cuales sufren acoso escolar de parte sus compañeros y docentes, lo que los ha 
orillado a dejar el entorno escolar. En otros casos, no se les permite el ingreso 
escolar o enfrentan bullying, exclusión de los grupos de pares y en general del 
sistema educativo debido a su orientación sexual o identidad de género.46 De 
acuerdo a la United Nations International Children’s Emergency Fund o UNI-
CEF, los actos discriminatorios consisten en el aislamiento de los compañeros 
en la escuela, en la casa o en la comunidad, marginalización y exclusión de 
servicios esenciales como educación y asistencia médica, abandono por parte 
de la familia y la comunidad, acoso escolar o bullying e intimidación y vio-
lencia física y sexual, incluyendo violaciones sexuales “correctivas”.47

Dicho lo anterior, al igual que todo ser humano, los miembros de la comu-
nidad LGBTTTIQ son usuarios de servicios médicos. Este escenario también 
es semillero de exclusión y violencia médica cuando intenta ejercer derechos 
de carácter social ante alguna afectación de salud, o bien en sus intentos por 
modificar la orientación sexual o la identidad de género. Quinche expresa que 
el desprecio, el uso de lenguaje ofensivo y los mecanismos de exclusión son 
recurrentes, sobre todo en aquellos casos en que la prestación del servicio de 
salud está a cargo de comunidades religiosas.48 En otras ocasiones, Guaché, 

 44 María Eugenia Godoy Barcos, op. cit., p. 12.
 45 Inmaculada Mugika, “Algunas cuestiones sobre la práctica psicológica con gays y lesbianas (una 

mirada en diferido)”, p. 40.
 46 María Godoy Barcos, op. cit., p. 14.
 47 Juan Carlos Araujo-Cuauro, op. cit., p. 54.
 48 Manuel Quinche Ramírez, op. cit., p. 57.
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expresa que la población con orientaciones sexuales diversas no es atendida 
apropiadamente, transgrediendo el derecho al acceso a servicios de salud.49 Si 
bien la identidad de género no la determinan las transformaciones corporales, 
las intervenciones en quirófano o los tratamientos médicos, estos pueden ser 
necesarios para la construcción de la identidad de género de algunas personas 
transgénero.50

En consecuencia, su expectativa de vida promedio, oscila entre los 35.5 y 
los 41.3 años en América Latina, de acuerdo a Borgogno.51 Debido a lo anterior, 
si los reclusos están bajo tratamiento médico, tal es el caso de terapias hormo-
nales y/o programas de tratamiento contra el abuso de drogas, las autoridades 
penitenciarias deberán asegurar que se establezca una coordinación con los ser-
vicios de salud en la comunidad y el tratamiento continúe sin interrumpirse. 

Como se puede evaluar, son varios los ámbitos sociales en los que está pre-
sente la discriminación y la violencia social en contra de las personas porque 
están por fuera del binario sexual y las normas de género esperadas social-
mente. Esta violencia generalizada, motivada por el prejuicio basado en la 
orientación sexual, busca la “limpieza social” a través de castigar a las iden-
tidades femeninas que traspasan los límites impuestos por las sociedades.52 

III. Normatividad para la protección y eliminación de prácticas 
discriminatorias contra la comunidad LGBTTTIQ

Como parte de los instrumentos que regulan la protección de miembros de 
esta comunidad al ser privados de libertad, se encuentran los siguientes:

Principios y buenas prácticas sobre la protección de las personas priva-
das de libertad en las Américas.53 Este instrumento prohíbe la discriminación 
hacia las personas privadas de libertad por género, orientación sexual entre 

 49 Ximena Guaché Marchetti, Sexualidad diversa y discriminación. Una mirada desde el derecho 
internacional de los derechos humanos, p. 459.

 50 CIDH, Violencia contra personas LGBTI, op. cit., p.32.
 51 Ignacio Gabriel Borgogno, La transfobia en América Latina y el Caribe: un estudio en el marco de 

REDLACTRANS, p. 50.
 52 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Violencia contra personas LGBTI, op. cit., p.39.
 53 CIDH, “Principios y Buenas Prácticas de las Personas Privadas de la Libertad en las Américas”.
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otros.54 Establecen que los reclusos tendrán derecho a la salud, la implemen-
tación de medidas especiales para satisfacer las necesidades particulares de 
salud de las personas privadas de libertad pertenecientes a grupos vulnerables 
o de alto riesgo.55 Sin embargo, no se incluye a miembros de la comunidad 
LGBTTTIQ, en esta materia. Disponen que las personas privadas de libertad 
pertenecientes a diversas categorías deberán ser alojadas en diferentes lugares 
de privación de libertad o en distintas secciones dentro de dichos estableci-
mientos, según su sexo.56 

Estipulan además, que la vigilancia y custodia de las mujeres privadas de 
libertad será ejercida exclusivamente por personal del sexo femenino, sin per-
juicio de que funcionarios con otras capacidades o de otras disciplinas, tales 
como médicos, profesionales de enseñanza o personal administrativo, puedan 
ser del sexo masculino.57 Añaden que los registros corporales se practicarán 
por personal calificado del mismo sexo, y deberán ser compatibles con la dig-
nidad humana y con el respeto a los derechos fundamentales.58 

También se encuentra el ya mencionado Manual sobre reclusos con ne-
cesidades especiales de la ONU. En el 2013 la OEA adoptó en Guatemala59 
dos instrumentos jurídicos internacionales para la protección de los derechos 
humanos del colectivo LGBTTTIQ, a saber, la Convención Interamericana 
Contra Toda Forma de Discriminación e Intolerancia, la cual fue firmada por 
México el 13 de noviembre de 2018 y la Convención Interamericana Contra 
el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia, la 
cual todavía no se registra como firmada por México.60

 54 Principios y Buenas Prácticas de las Personas Privadas de la Libertad en las Américas op. cit., Principio 
II Igualdad y no-discriminación.

 55 Principios y Buenas Prácticas de las Personas Privadas de la Libertad en las Américas op. cit., Principio 
X Salud.

 56 Principios y Buenas Prácticas de las Personas Privadas de la Libertad en las Américas op. cit., Principio 
XIX Separación de categorías.

 57 Principios y Buenas Prácticas de las Personas Privadas de la Libertad en las Américas op. cit., Principio 
XX. Personal de los lugares de privación de libertad.

 58 Principios y Buenas Prácticas de las Personas Privadas de la Libertad en las Américas op. cit., Principio 
XXI. Registros corporales, inspección de instalaciones y otras medidas.

 59 En el Cuadragésimo Tercer Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General.
 60 Los Estados signatarios de la Convención Contra la Discriminación se comprometen a prevenir, 

eliminar, prohibir y sancionar todos los actos y manifestaciones de discriminación e intolerancia, de 
acuerdo con sus normas constitucionales y las disposiciones de la Convención, no obstante, no quedan 
especificadas las necesidades ni el trato especial a la población transgenerista.
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La Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación.61 Esta Ley 
dispone que la homofobia es una forma de discriminación en cualquiera de 
sus formas ya sea distinción, exclusión, restricción o preferencia que, por ac-
ción u omisión, con intención o sin ella, no sea objetiva, racional ni propor-
cional y tenga por objeto o resultado obstaculizar, restringir, impedir, menos-
cabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos 
y libertades.62 Prohíbe toda práctica discriminatoria que tenga por objeto o 
efecto impedir o anular el reconocimiento o ejercicio de los derechos y la 
igualdad real de oportunidades en términos del artículo 1o constitucional y el 
artículo 1o, párrafo segundo, fracción III de La Ley Federal para Prevenir y 
Eliminar la Discriminación.

La Ley considera como discriminación, VII.- negar o condicionar los ser-
vicios de atención médica, o impedir la participación en las decisiones sobre 
su tratamiento médico o terapéutico dentro de sus posibilidades y medios; 
VIII.- realizar o promover violencia física, sexual, o psicológica, patrimonial 
o económica por la edad, género, por asumir públicamente su preferencia se-
xual, entre otras; XXXII.- estigmatizar y negar derechos a personas con VIH/
SIDA.63 Este ordenamiento dispone eliminar mecanismos de exclusión o di-
ferenciaciones desventajosas para que todas las personas gocen y ejerzan sus 
derechos en igualdad de trato.64

Entre las medidas de inclusión y acciones que establece esta Ley se espe-
cifican: III. El desarrollo de políticas contra la homofobia, xenofobia, la mi-
soginia, la discriminación por apariencia o el adultocentrismo.65

El Protocolo de actuación para quienes imparten justicia en casos que 
involucren la orientación sexual o la identidad de género.66 Este instrumento 
desarrolla estándares de actuación que se sugieren a los juzgadores quienes 
están llamados a verificar que el derecho a la igualdad y no discriminación sea 
respetado por el Estado y por los particulares. Especifica que la no discrimi-

 61 Reforma por Decreto, publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 11 de junio de 2003, última 
reforma publicada 21 de julio de 2018.

 62 op. cit., Artículo 1°.
 63 op. cit., Artículo 9°.
 64 op. cit., Artículo 15 Quintus.
 65 op, cit., Artículo 15 Sextus.
 66 Suprema Corte de la Federación, publicado en 2014.
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nación se debe observar en todas las etapas del proceso en las que intervenga 
una persona LGBTTTIQ, sin importar la materia. El protocolo no considera 
válido, interpretar la orientación sexual o identidad de género como un prejui-
cio, una deficiencia, una enfermedad, un déficit, una discapacidad, una falta 
de carácter, un capricho o algo negativo que justifique la restricción de un de-
recho. Además, sugiere no imponer una pena mayor por virtud de orientación 
sexual o identidad de género. En cuanto a la identidad, los y las juzgadoras 
serán llamadas a vigilar que la expresión o identidad de género sean respeta-
das en cualquier situación. 

No obstante estos avances, este análisis encontró que si bien se han pro-
mulgado leyes para prevenir actos de discriminación, éstas no prevén que la 
discriminación se puede dar hacia las personas con orientación sexual, iden-
tidad y expresión de género diversa. Se encuentra asimismo que el Pacto 
para Introducir la Perspectiva de Género en los Órganos de Impartición de 
Justicia en México,67 si bien cuestiona la neutralidad de la incorporación de 
criterios de igualdad y no discriminación en la planeación, el diseño y adop-
ción de políticas públicas, no menciona criterios para introducir perspectiva 
de género en esta población. 

IV. Conclusiones
Los cambios en materia de derechos humanos en la Constitución Política de 
le Estado Unidos Mexicanos  y la firma de los instrumentos internacionales 
que se enuncian en este análisis no se han visto reflejados en programas so-
ciales que garanticen el disfrute de los derechos humanos de personas homo-
sexuales, bisexuales y transexuales, por el contrario, esta minoría enfrenta 
crudas realidades sociales, marcadas por la violencia. La discriminación que 
enfrentan por parte de la sociedad, siguen siendo evidente al mismo tiempo 
que se sigue privilegiando la heterosexualidad. 

En este sentido, es imperioso incluir el concepto de identidad y diversidad 
de género en más ordenamientos internos del país, esto ayudará a que los 
individuos y autoridades reconozcan a los miembros del colectivo LGBTT-

 67 Asociación mexicana de impartidores de justicia A.C., “Pacto para introducir la perspectiva de género 
en los órganos de impartición de justicia en México”. 
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TIQ como sujetos de derechos y protección. Dichos conceptos deben de ser 
adoptados en políticas públicas contra la discriminación de personas a causa 
de su orientación sexual e identidad o expresión de género para implementar 
acciones consistentes con tal normativa. 

Debido a que el Estado tiene la obligación de regular los derechos por me-
dio de normas, es necesario modificar modelos normativos u ordenamientos 
heterocentrados así como que se promulguen leyes antidiscriminación, en los 
que se regule la protección y tolerancia a la diversidad sexual pues la norma-
tiva existente ha sido insuficiente o no se ha interiorizado en las instituciones, 
lo cual se ha reflejado en la transgresión a la no discriminación y al derecho a 
la identidad de las personas LGBTTTIQ. 

Asimismo, para que el Estado no incumpla sus obligaciones de regulación 
y garantía, es menester continuar con las capacitaciones a jueces, oficiales, 
custodios en materia de perspectiva de género a efecto de conocer lo que es 
la orientación sexual e identidad de género y para que no confundan las dife-
rentes categorías dentro de las diversidades sexuales. 

En lo que concierne a la ejecución de la pena, los Estados están llamados 
a garantizar la vida y la integridad física y psicológica de las personas bajo su 
custodia. Los Estados tienen el deber de tomar todas las medidas preventivas 
para proteger a las personas privadas de la libertad de ataques por parte de los 
agentes del Estado, incluyendo a personas privadas de libertad.68 

En la administración de los centros de reclusión, es necesario un sistema 
de clasificación de internos que reconozca los riesgos que corren las personas 
LGBTTTIQ y que garantice que no estén propensos a abusos sexuales, o en 
celdas conviviendo con violadores potenciales. Debe tenerse en cuenta, sin 
embargo, que un número importante de personas transexuales se encuentran 
en transición de un sexo a otro, en algunas personas no es fácil identificar su 
orientación sexual mientras en otras, es más sencillo identificarlo. Por lo tanto 
y siguiendo a la CIDH: “la decisión sobre dónde alojar a las personas trans 
debe tomarse caso por caso, con el debido respeto a su dignidad personal, y 
siempre que sea posible, luego de previa consulta con las personas trans”.69

 68 CIDH, “Informe sobre los derechos humanos de las personas privadas de libertad en las Américas”, 
2011, párr. 73, p. 26, citando CIDH, Informe de Fondo no. 41/99 Menores Detenidos, Honduras, 10 de 
marzo de 1999, párrs. 136 y 140.

 69 Juan Carlos Araujo-Cuauro, op. cit., p. 55.
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En suma, la orientación sexual no puede considerarse una base para casti-
gar. Las prácticas que sancionan única y exclusivamente a quienes detentan 
esta condición implican una clara discriminación que promueve la estigma-
tización contra personas LGBTTTIQ. Tomemos en cuenta que el derecho al 
propio cuerpo y a una libre identidad de género son derechos fundamentales 
que deben ser respetados.
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